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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de enero de 2020. 

 La representación legal de la Sra. Cristie M. Pérez 

Rodríguez (señora Pérez) solicita que este Tribunal 

revise la Resolución que emitió el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Guayanilla (TPI). En esta, el TPI 

declaró no ha lugar la solicitud de honorarios en exceso 

al 15% que instó la representación legal de la 

señora Pérez. 

 Se expide el certiorari1 y se revoca la 

determinación del TPI.  

I. Tracto Procesal 

La señora Pérez instó una Querella2 por despido 

injustificado en contra de Saint Lukes Memorial 

 
1 El 22 de noviembre de 2019, este Tribunal emitió una Resolución 
mediante la cual acogió el recurso como una petición de certiorari, 

pues se trata de un asunto post sentencia. El caso conservará la 

misma clasificación alfanumérica. 
2 Al amparo de la Ley de Procedimiento Sumario de Reclamaciones 

Laborales, Ley Núm. 2 del 17 de octubre de 1961, 32 LPRA sec. 3118 

et seq.  
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Hospital, Inc. (Hospital). Alegó que, tras un incidente 

con otra empleada, el Hospital la despidió sin causa 

justa. En su Contestación a Querella, el Hospital 

defendió el despido.  

Posteriormente, el TPI determinó que el Hospital 

despidió a la señora Pérez sin causa justa. En lo 

pertinente, ordenó al Hospital pagar $930.82 por 

concepto de honorarios de abogado, además de los 

intereses y las costas. Un Panel Hermano de este Tribunal 

confirmó la determinación del TPI. 

Acto seguido, la representación legal de la 

señora Pérez presentó una Moción Solicitando Honorarios 

Razonables. Arguyó que el Hospital se defendió de forma 

hostil y temeraria. Especificó que el Hospital rechazó 

una oferta para transigir el pleito, obligó la 

celebración de un juicio y promovió una apelación 

frívola. Solicitó que se ordenara el pago de la tarifa 

por hora, para un total de $10,925.00 y $14,400.00 por 

concepto de honorarios de abogado. 

En respuesta, el Hospital instó una Oposición a 

“Moción Solicitando Honorarios Razonables”. Argumentó 

que no se cumplieron los criterios para imponer una 

cuantía por honorarios mayor al 15%. Destacó que se trató 

de un procedimiento sumario sencillo con una sola causa 

de acción y que las partes utilizaron un solo mecanismo 

de prueba. Manifestó que las horas reclamadas eran 

excesivas y repetitivas. Además, arguyó que la solicitud 

se presentó fuera del término jurisdiccional de 10 días. 

A continuación, el TPI emitió una Resolución. 

Declaró no ha lugar la solicitud de honorarios 

superiores al 15%.  
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Insatisfecha, la representación legal de la 

señora Pérez presentó una Moción Solicitando 

Reconsideración de Resolución, Determinaciones de Hechos 

y Conclusiones de Derecho. Adujo que la Resolución del 

TPI fue nula, pues no especificó los hechos probados o 

las conclusiones de derecho. El TPI la declaró sin lugar. 

Inconforme, la representación legal de la 

señora Pérez instó una Apelación y señaló:  

ERRÓ [EL TPI] AL EMITIR UNA RESOLUCIÓN NULA AL 

NO AJUSTARSE AL DEBIDO PROCESO DE LEY, AL NO 

ESPECIFICAR LOS HECHOS PROBADOS NI CONSIGNAR 

SEPARADAMENTE SUS CONCLUSIONES DE DERECHO, 

SEGÚN LA REGLA 42.2 DE LAS DE PROCEDIMIENTO 

CIVIL, SUPRA; SEGÚN EL ANÁLISIS VINCULANTE DEL 

CASO NORMATIVO LÓPEZ VICIL V. ITT INTERMEDIA, 

INC., II, 143 DPR 574 (1997), Y SU PROGENIE. 

 

ERRÓ EL [TPI] AL NO CUMPLIR CON SU INELUDIBLE 

DEBER DE INCLUIR EN SU SENTENCIA SU APLICACIÓN 

DE LOS CRITERIOS ESBOZADOS POR EL HONORABLE 

TRIBUNAL SUPREMO EN EL CASO LÓPEZ VICIL V. ITT 

INTERMEDIA, INC. II, SUPRA; SIN INCLUIR SUS 

DETERMINACIONES DE HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS 

PARTICULARES DEL CASO Y SIN INCLUIR EL 

FUNDAMENTO DE SU DETERMINACIÓN AL CONSIDERAR 

LA SOLICITUD DE HONORARIOS. CUANDO DICHO 

ANÁLISIS DEBIÓ CONSTAR POR ESCRITO EN LA 

RESOLUCIÓN AL CONCEDER O DENEGAR, PARCIAL O 

TOTALMENTE, ESTOS HONORARIOS. 

 

ERRÓ EL [TPI] AL NO RECONSIDERAR Y CONCEDER 

LOS HONORARIOS DE ABOGADO DEBIDAMENTE 

SOLICITADOS Y FUNDAMENTADOS POR [LA 

REPRESENTACIÓN LEGAL DE LA SEÑORA PÉREZ], ASÍ 

SEA MODIFICÁNDOLOS A SU DISCRECIÓN, CONDENANDO 

A ESTOS COLEGAS ABOGADOS A UN PAGO DE MENOS DE 

CINCO DÓLARES ($5.00) POR HORA DE TRABAJO, A 

PESAR DE RESULTAR LA PARTE FAVORECIDA POR LA 

SENTENCIA Y HABER DEFENDIDO EXITOSAMENTE LA 

ANTEDICHA SENTENCIA ANTE UNA APELACIÓN 

INMERITORIA DEL [HOSPITAL] ANTE ESTE HONORABLE 

TRIBUNAL DE APELACIONES.  

      

Por su parte, el Hospital presentó su Oposición a 

la Petición de Certiorari. Argumentó que este Tribunal 

carecía jurisdicción para atender el recurso y debía 

desestimarlo. La representación legal de la señora Pérez 

se opuso mediante una Breve Moción Sobre Aspectos 

Jurisdiccionales. Se declara no ha lugar la solicitud de 

desestimación del Hospital. 
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Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

se resuelve. 

II. Marco legal 

A.   Certiorari 

El auto de certiorari es el vehículo procesal 

mediante el cual este Tribunal puede revisar un dictamen 

del tribunal inferior. IG Builders et al. v. BBVAPR, 

185 DPR 307, 337–338 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 

176 DPR 913, 917 (2009). Este recurso se distingue por 

la discreción de este Tribunal para autorizar su 

expedición y adjudicar sus méritos. Íd., pág. 338. Esto 

es, distinto a las apelaciones, este Tribunal decide si 

ejerce su facultad de expedir el recurso. García v. 

Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 52.1, limita la autoridad de este Tribunal para 

revisar las órdenes y las resoluciones interlocutorias 

del TPI:  

El recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de 

Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 de 

este apéndice o de la denegatoria de una 

moción de carácter dispositivo. No obstante, 

y por excepción a lo dispuesto anteriormente, 

el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 

órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 

cuando se recurra de decisiones sobre la 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia, en casos que 

revistan interés público o en cualquier otra 

situación en la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. 

 

Sin embargo, la discreción no opera en lo abstracto. 

En aras de ejercer su facultad discrecional de atender 

o no las controversias que se le plantean a este 
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Tribunal, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, dispone que se deben 

considerar estos factores:  

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho.   

  

(B) Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del 

problema.   

   

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia.   

   

(D) Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos 

originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.    

   

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para 

su consideración.   

  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del 

litigio.   

   

(G) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia.   

 

Ahora bien, esta regla no constituye una lista 

exhaustiva y ninguno de estos criterios es determinante 

por sí solo. García v. Padró, supra, pág. 335, n. 15. El 

Foro Máximo ha expresado que este Tribunal debe evaluar 

“tanto la corrección de la decisión recurrida, así como 

la etapa del procedimiento en que es presentada; esto, 

para determinar si es la más apropiada para intervenir 

y no ocasionar un fraccionamiento indebido o una 

dilación injustificada del litigio”. Torres Martínez v. 

Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008).  

La interferencia de este foro con la facultad 

discrecional del TPI solo procede cuando este: 

“(1) actuó con prejuicio o parcialidad, (2) incurrió en 
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un craso abuso de discreción, o (3) se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal 

o de derecho sustantivo”. Rivera y otros v. Bco. Popular, 

152 DPR 140, 155 (2000). Así, “las decisiones 

discrecionales que toma el Tribunal de Primera Instancia 

no serán revocadas a menos que se demuestre que ese foro 

abusó de su discreción”. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 434 (2013). Ello se debe a que 

“los foros apelativos no deben pretender administrar ni 

manejar el trámite regular de los casos ante el foro 

primario”. Íd.  

La determinación de que un tribunal abusó de su 

discreción está atada íntimamente al concepto de la 

razonabilidad. Íd., págs. 434-435. El Foro Más Alto 

definió la discreción como "una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una 

conclusión justiciera". Íd., pág. 435; IG Builders et 

al. v. BBVAPR, supra, pág. 338. Además, explicó que la 

discreción se "nutr[e] de un juicio racional apoyado en 

la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano de 

justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin 

tasa ni limitación alguna” así como tampoco implica 

“poder para actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho". SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, supra, pág. 435; Bco. Popular de P.R. v. 

Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997). Por lo cual, 

el auto de certiorari debe usarse con cautela y solamente 

por razones de peso. Pérez v. Tribunal de Distrito, 

69 DPR 4, 18 (1948). 

B.   Solicitud de Honorarios en Exceso 

El Art. 11(b) de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo 

de 1976, conocida como la Ley de Despido Injustificado, 
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según enmendada, 29 LPRA sec. 185(k) (Ley 80), dispone 

que se concederá una cantidad por concepto de honorarios 

de abogado que no será menor del por ciento del total de 

la compensación o cien dólares ($100), la que fuere 

mayor.  

No obstante, en Hernández Maldonado v. Taco Maker, 

181 DPR 281, 295-296 (2011), el Foro Más Alto aclaró que 

el 15% es la cantidad mínima por concepto de honorarios 

que la ley autoriza. Dictaminó, además, que el juzgador 

tiene discreción para conceder un por ciento mayor.  

Ahora bien, en aquellos casos en los que el abogado 

estime que hizo un esfuerzo excepcional que amerita una 

cuantía mayor, tiene el peso de probar la razonabilidad 

de las horas y sus tarifas. López Vicil v. ITT 

Intermedia, Inc., 143 DPR 574, 584 (1997). Debe, además, 

solicitarlo al tribunal por medio de un memorando 

juramentado que detalle las horas que trabajó y la tarifa 

a cobrarse. Hernández Maldonado v. Taco Maker, supra, 

pág. 583.  

Este Tribunal debe abstenerse de intervenir con el 

ejercicio discrecional del TPI en la concesión de los 

honorarios. Sin embargo, el Foro Máximo indicó 

categóricamente que el TPI “siempre deberá consignar por 

escrito sus razones para llegar a determinada suma. Solo 

de esta manera ese cálculo podrá ser revisable y se 

evitarán abusos de discreción”. López Vicil v. ITT 

Intermedia, Inc. supra, pág. 584. (Énfasis suplido). 

En Belk v. Martínez, 163 DPR 196, 207 (2004)3, el 

Foro Más Alto extendió este mandato a los casos en los 

que el TPI rechaza la solicitud de honorarios en exceso: 

 
3 Si bien Belk v. Martínez, supra, trata sobre una solicitud de 
honorarios en exceso al amparo de la Ley Núm. 100 de 30 de junio 

de 1959, según enmendada, conocida como la Ley contra el Discrimen 

en el Empleo, 29 LPRA sec. 146 et seq., este Tribunal lo aplica por 

analogía. 
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[L]os tribunales de instancia tienen el 

ineludible deber de aplicar los criterios de 

López Vicil v. ITT Intermedia, Inc. [II], 

supra, a los hechos y circunstancias 

particulares del caso ante su consideración y 

fundamentar su determinación al considerar la 

solicitud de honorarios[.] Ese análisis deberá 

constar por escrito en la orden o resolución 

en la cual se concedan o denieguen total o 

parcialmente estos honorarios. […] De igual 

forma, el empleado queda bien informado en 

caso de que no se le acoja la solicitud 

favorablemente o sólo se conceda la cantidad 

solicitada parcialmente. (Énfasis suplido).   

 

A la luz de esta normativa, se resuelve.  

III. DISCUSIÓN 

 En suma, la representación legal de la señora Pérez 

sostiene que el TPI tenía que fundamentar su denegatoria 

de la solicitud de honorarios. Añade que el TPI debió 

efectuar determinaciones de hecho y conclusiones de 

derecho. Razona que sus esfuerzos durante el litigio 

ameritan una cuantía mayor por concepto de honorarios de 

abogado. 

Mientras, el Hospital mantiene que no se cumplieron 

los requisitos para conceder honorarios de abogado en 

exceso al 15%. Alega que no se trató de un caso 

complicado que conllevara un descubrimiento de prueba 

mayor. Añade que los honorarios que solicitó la 

representación legal de la señora Pérez son excesivos, 

irrazonables y repetitivos.  

 Por ser atinentes al mismo asunto, este Tribunal 

atiende los tres señalamientos de error en conjunto. 

Según se indicó, el Art. 11(b) de la Ley 80, supra, 

controla lo relacionado a los honorarios de abogado en 

un caso de despido injustificado. Si el abogado entiende 

que el por ciento no es proporcional a su labor, puede 

solicitar los honorarios en exceso mediante una petición 

juramentada que desglose las horas de trabajo y 
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justifique la tarifa. La concesión o denegación de 

honorarios en exceso se encuentra dentro del marco 

discrecional del TPI.  

Ahora, el Foro Máximo dispuso que, al decidir sobre 

la concesión de honorarios en exceso, el TPI debe 

fundamentar su determinación. Independientemente de que 

los conceda o los deniegue, el TPI debe consignar las 

razones que sustentan su dictamen. De lo contrario, las 

partes están en una situación precaria para ejercer su 

derecho a la revisión. 

 En este caso, si bien pueden existir razones de 

peso para mantener el 15% de honorarios, el TPI debió 

plasmarlas en su determinación conforme a la normativa 

que rige. No lo hizo.  

El TPI debe, pues, evaluar las gestiones reales que 

efectuaron las partes en atención a la única reclamación 

en cuestión y valorar la razonabilidad de las cuantías 

que se reclaman. Se devuelve el caso al TPI para que 

efectúe el juicio valorativo que corresponde y consigne 

los fundamentos que guiaron su determinación.    

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se expide el 

certiorari y se revoca la determinación del TPI. Se 

devuelve para la continuación de los procedimientos en 

línea con lo aquí resuelto. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


